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ACTA Nº 14-2003

Sesión celebrada el 10 de Abril del 2003.

Sesión ordinaria Nº14-2003 celebrada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, a las diecisiete horas treinta minutos del día 10 de Abril del dos mil tres y ratificada en las oficinas centrales en Zapote, con la asistencia de los siguientes directivos:

Dr.
  Manuel Amador Hernández
   
Presidente

Dr.    José Manuel Arroyo Gutiérrez
Vicepresidente
Dra.   Rosa María Abdelnour Granados
Secretaria 

Dr.    Wilbert Arroyo Alvarez 

Prosecretario Dr.    Dr.
  Paul Rueda Leal

   

Tesorero 

MSc.   Christian Hess Araya 

     Vocal I

M.A.   Pablo Duncan Linch
   

Vocal II

Licda. Amira Suñol Ocampo

   
Vocal III

Licda. Patricia Madrigal  Cordero      Vocal V 

Licda. Dunia Chacón Chavarría    

Fiscal

AUSENTES CON JUSTIFICACIÓN

Lic.
  Fabio León Zárate             
Vocal IV      
FUNCIONARIOS ASISTENTES:

Lic. José Luis Meneses Rímola    Director Ejecutivo

Srita. Seidy Azofeifa Aguirre    Secretaria de Actas

ARTICULO 1) Comprobación de quórum e inicio de sesión

El señor Presidente, Dr. Manuel Amador Hernández, comprobado el quórum de ley, da inicio a la sesión ordinaria Nº 14-2003, con la presencia de los siguientes señores directivos:

Dra.   Rosa María Abdelnour Granados
 Secretaria 

Dr.    Paul Rueda Leal

   

 Tesorero 

MSc.   Christian Hess Araya 

   
 Vocal I

M.A.   Pablo Duncan Linch
   

 Vocal II

Licda. Amira Suñol Ocampo

   
 Vocal III

Licda. Patricia Madrigal  Cordero       Vocal V 

Licda. Dunia Chacón Chavarría    

 Fiscal

ARTICULO 2) Lectura y aprobación de acta

2.1. Se da lectura del acta Nº 13-2003 celebrada el 03 de Abril del 2003.

Se acuerda: 

Aprobar el acta Nº 13-2003 del 03 de Abril del 2003. 

ARTICULO 3) CORRESPONDENCIA

3.1.  La señora Lidiette Quesada Madrigal, Directora Regional de EBSCO Plubishing, envía nota al MSc. Christian Hess Araya, indicándole que en atención a lo acordado en la reunión del 14 de marzo del presente año en San José, le remite la propuesta económica para la contratación del servicio de consulta a las bases de datos de texto completo de EBSCO Information Services.

El MSc. Christian Hess Araya manifiesta que esto es una propuesta que hace una empresa estadounidense llamada EBSCO Plubishing, con el fin de que el Colegio de Abogados contrate un servicio que ellos tienen de consulta bibliográfica en materia jurídica, lo cual se hace por medio de internet. El Dr. Manuel Amador Hernández, el M.A. Pablo Duncan Linch y su persona, así como la LL.M. Margarita Jenkins Coronas y la encargada de la biblioteca, asistieron a una presentación de ese sistema dónde vieron que efectivamente es muy completo, trae reseñas bibliográficas, publicaciones jurídicas en diferentes áreas. El problema que le encontraron es que es completamente en inglés, trae reseñas de publicaciones académicas y doctrinarias en materia jurídica pero de Estados Unidos básicamente, lo que delimita la accesibilidad de la información a un importante porcentaje del gremio nacional, ya que la idea es que por medio del Colegio todos los abogados tengan acceso a ese sistema. En ese momento ella no podía formalizar una cotización en cuanto al costo del servicio,  por lo cual envía esta nota donde se establece que el costo anual es de seis mil quinientos dólares con un precio introductorio de cinco mil quinientos dólares para el primer año. Estima que el sistema es valioso y bueno pero de limitada utilidad para el gremio nacional no solo por razones idiomáticas sino porque el contenido doctrinario de las revistas ahí reseñadas es de otro país y no tiene una aplicabilidad directa en el medio nacional, además del costo, pues para la cantidad limitada de usuarios que puede tener es un poco elevado. En ese sentido su recomendación es de no contratar el servicio.

El M.A. Pablo Duncan Linch indica que conociendo un poco el gremio no es tan extensivo el grupo de personas que realizan investigaciones a ese nivel, además de que hay otro tipo de fuentes y formas de obtener información. Le parece que tener un sistema web a ese costo para un grupo limitado de agremiados no lo considera factible. Pero si cree que se puede mantener  el contacto con la empresa para determinar si en algún momento vale la pena la adquisición del servicio.

El Dr. Manuel Amador Hernández coincide con las manifestaciones del MSc. Christian Hess Araya y el M.A. Pablo Duncan Linch y considera que se le puede agradecer a la señora Lidiette Quesada Madrigal su ofrecimiento e indicarle que los servicios no serán contratados en este momento, pero podrán ser considerados en un futuro.

Se acuerda: 

Agradecer a la señora Lidiette Quesada Madrigal su ofrecimiento e indicarle que los servicios no serán contratados en este momento, pero podrán ser considerados en un futuro.

3.2.  El Lic. Germán Serrano Pinto, Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, mediante el oficio PE-2003-0787 informa que en cuanto a las declaraciones dadas por su persona en la sesión ordinaria Nº 12 de la Comisión Especial de la Asamblea Legislativa, que se celebró el 05 de marzo del 2003, se consignó por error que el señor Francisco Monge Masís representa al Colegio de Abogados en la Comisión de Transparencia del INS, cuando lo correcto es que el señor Monge Masís es abogado litigante, miembro activo y colegiado de dicha organización, cuya designación fue hecha por ese despacho y no por la Junta Directiva del Colegio.

Se acuerda: 

Tener por hecha la aclaración del Lic. Germán Serrano Pinto.

3.3. La MSc. Rosaura Matarrita Baccá remite el oficio UI-04-041-2003, mediante el cual presenta las siguientes solicitudes de incorporación de los licenciados en Derecho que cumplen con los requisitos, para el mes de abril. Para continuar con los procedimientos de confección de carnés, de certificaciones y de diplomas, se requiere que dichas solicitudes se aprueben en la sesión del 10 de abril de 2003.

1. Acosta Arias Raul Emilio 

Universidad de la Salle

2. Aguilar Arce Maritza


Universidad de Costa Rica

3. Alemán Blandón Evelyn 


U. San Juan de la Cruz

4. Alvarez Zamora Christian

     ULACIT

5. Araya Esquivel Jorge Luis

U. Federada de Costa Rica

6. Arce Díaz Yalena



ULACIT

7. Arguedas Marín María Alejandra 
Universidad Fidélitas

8. Arguello Morales Dani Ramón
     Universidad de Costa Rica

9. Badilla Araya Gustavo


Escuela Libre de Derecho

10. Bello Fernández Raquel

ULACIT

11. Blanco Herrera Ofelia María
U. San Juan de la Cruz

12. Bolaños Pizarro Andrea

Universidad Santa Lucia

13. Brenes San Gil Alejandra

Universidad de la Salle

14. Campos Rojas David


Universidad Santa Lucía

15. Carazo Campos Andrea 


UNICA

16. Carmona Coto Andrea


ULACIT

17. Carvajal Solano Alexander 

Universidad de San José

18. Castellanos Villanueva Julio Armando 
Escuela Libre de Derecho

19. Castillo Masis Mauricio 

Universidad de Costa Rica

20. Castro Marín Manuel Emilio

U. Latina de Costa Rica

21. Castro Porras Luis Paulino

U. Metropolitana Castro Carazo

22. Corella Elizondo Judith María
Universidad de Costa Rica

23. Chacón Vargas Gisela


Universidad de Costa Rica

24. Chamberlain Bolaños Percy

Universidad Santa Lucía

25. Diaz Zamora Kembly Magali

ULACIT

26. Espinoza González Maricela

Universidad Hispanomericana

27. Fallas Ramírez Olga Martha

U. Cristiana del Sur

28. Fonseca Mc Sam Celso Damián
ULACIT

29. Gallegos Villanea Alfredo

ULACIT

30. García Zamora Ericka


Universidad de Costa Rica

31. González Segura Eduardo 

Universidad de Costa Rica

32. González Sibaja Fausto

U. I. A.

33. Gutiérrez Rodríguez Luis Franklin
Escuela Libre de Derecho

34. Herrera Quirós Paola

   
Universidad Fidélitas

35. Hinrichs Quirós Maikel Gerardo  Universidad de Costa Rica

36. Jiménez Chacón Verónica

Universidad Santa Lucia

37. Leitón Hernández Ana María
  
U. Cristiana del Sur

38. Li Martínez Liu


  
U. Latina de Costa Rica

39. Li Villalobos Beiy Hiu

Universidad de Costa Rica

40. Madrigal Guzmán Rosa María
   
Universidad Central

41. Malespin Muñoz Irving José
   
U. Federada de Costa Rica

42. Marin Araya Roberto


U. Federada de Costa Rica

43. Martínez Williams Ludín Fernando 
U. Cristiana del Sur

44. Mena Díaz Sergio


   
U. Latina de Costa Rica

45. Montero Vargas Wendy

   
Universidad de Costa Rica

46. Montes Pérez Freddy Rafael*
U. San Juan de la Cruz

47. Montoya Alvarez Vladimir Leonel Universidad de Costa Rica

48. Mora Meza Irene del Carmen
    
U. A. C. A

49. Mora Moreno Ana María

   
Universidad de Costa Rica

50. Morales Barquero María Alexandra Universidad de Costa Rica

51. Moreno Madrid Tomas Gabriel*
Universidad Central

52. Muñoz Villafuerte Elive Estela
Universidad de Costa Rica

53. Neil Bodden Clay Harlow*

Universidad Panamericana

54. Obando Peralta Luis Diego 

Universidad de la Salle

55. Paez Sibaja Irma Mercedes

Universidad Santa Lucia

56. Pérez Brenes José Antonio

Universidad Panamericana

57. Piedra Sandi Jessica


U. Latina de Costa Rica

58. Porras Mora Jorge Eugenio

U. Federada de Costa Rica

59. Ramírez Mesen Luis Roberto

Universidad de San José

60. Rojas Castro Carlos Eduardo
Universidad Santa Lucia

61. Rojas Esquivel Virialy 

U. Latina de Costa Rica

62. Román Víquez Hildred


Universidad de la Salle

63. Rosales Arce Rodrigo


ULACIT

64. Ruiz Hidalgo José Alfonso 

Universidad Santa Lucia

65. Ruiz Vargas Scarleth Franchesca
ULACIT

66. Saborío Montero Juan Vicente 
U. Federada de Costa Rica

67. Salazar Matamoros Yensi

Universidad Santa Lucía

68. Sánchez Araya Róger


Universidad Santa Lucía

69. Santiesteban Alvarez Ana Gabriela   U. Metropolitana Castro Carazo

70. Sequeira Valverde José Alexander*  Universidad Central

71. Sibaja Chaves Xinia


      U.Cristiana del Sur

72. Soto Quirós Carlos Manuel

      U. San Juan de la Cruz

73. Tapia Quirós Adriana


      U. Federada de Costa Rica

74. Torres López Maira



U. San Juan de la Cruz

75. Ulate Vargas Aldomar 



U. Federada de Costa Rica

76. Valverde González Luis Eduardo

Universidad de la Salle

77. Vargas Alvarado Luz María


U. Federada de Costa Rica

78. Vargas Amador Saylin Paola


ULACIT 

79. Vargas Kepfer Mauricio Alberto

Universidad de Costa Rica

80. Vega Moreira Ingrid Cecil


U. A. C. A

81. Villafuerte Gutiérrez Jesús Ahider
U. Latina de Costa Rica

82. Villalobos Valverde Cindy Marcela 
U. Federada de Costa Rica

* El Lic. Tomas Gabriel Moreno Madrid, de nacionalidad Panameño, presenta cédula de Residencia Temporal donde indica que el portador de dicho carné esta facultado para Religioso para prestar servicios Congregación Hermanos menores Capuchinos.

* El Lic. José Alexander Sequeira Valverde, subsana prevención acordada según oficio UI-03-030-2003, del 05 de marzo de 2003.

* El Lic. Freddy Rafael Montes Pérez, se le impuso una pena de seis meses de prisión por el (los) delito (s) de HOMICIDIO CULPOSO, ocurrido el 21 de noviembre de 1993.  La pena le fue suspendida por TRES años.

Se acuerda: 

Aprobar la incorporación de las anteriores personas para el día 28 de abril del 2003 por cumplir con los requisitos de incorporación según el oficio UI-04-041-2003 suscrito por la MSc. Rosaura Matarrita Baccá. 

ACUERDO FIRME.

3.4. El Lic. Neftalí Madrigal Chaverrí del Departamento Legal, remite informe en el que manifiesta que la causal de recusación presentada por el Lic. Manuel Roldán Robóz es improcedente de conformidad con la legislación aplicable a la materia y por consiguiente debe ser rechazada. 

La Dra. Rosa María Abdelnour Granados procede a dar lectura al siguiente informe:

09 de abril de 2003.

CA-DL-05-IV-MMIII.

Doctor 

Manuel Amador Hernández

Presidente

Junta Directiva

Colegio de Abogados de Costa Rica

Estimado señor:


En atención al criterio legal solicitado, respecto a la interposición del recurso de revocatoria, apelación subsidiaria y nulidad (absoluta) interpuestos por el Lic. Manuel Alberto Roldán Roboz, respetuosamente procedo de conformidad:

1.- Con harta frecuencia, la Jurisprudencia ha señalado que las causales de inhibitoria y de recusación (ahora incorporadas al Código Procesal Civil en los artículos 49 y 53, respectivamente) son de carácter taxativo, por lo cual, inexorablemente el recurrente debe ceñirse al sílabo indicado en los artículos de marras.

“Por otra parte, las causales de impedimento, recusación y excusa, son taxativas y por lo mismo de aplicación restrictiva, y por ningún motivo se puede presentar excusa por causal no prevista de modo expreso en la Ley (artículo 79, párrafo final, del Código Procesal Civil)”. SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- San José, a las trece horas veinticinco minutos del treinta de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Resolución 197-C-95.

Dado que el procedimiento administrativo disciplinario tiene sustento y aspecto teleológico de una sanción, debe respetarse el debido proceso y descansa sobre los principios que inspiran el Proceso Penal.

A mayor abundamiento, transcribo las causales de inhibitoria y de recusación del CPC (que supletoriamente son de aplicación en la especie que nos ocupa):

“Artículo 49.- Causas. 

Todo juzgador está impedido para conocer:

1) En asuntos en que tenga interés directo.

2) En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, a sus ascendientes o descendientes, hermanos, cuñados, tíos y sobrinos carnales, suegros, yernos, padrastros, hijastros, padres o hijos adoptivos.

Si después de iniciado un proceso, alguna de las personas indicadas adquiriera algún derecho en el objeto o en el resultado del proceso, se considerará que hay motivo de impedimento, pero la parte contraria podrá habilitar al funcionario para que conozca del asunto, siempre que lo haga antes de que intervenga el funcionario sustituto.

3) En asuntos en que sea o haya sido abogado de alguna de las partes.

4) En asuntos en que fuere tutor, curador, apoderado, representante o administrador de bienes de alguna de las partes en el proceso.

5) En asuntos en que tenga que fallar en grado acerca de una resolución dictada por alguno de los parientes mencionados en el inciso 2) anterior.

6) En tribunales colegiados, en asuntos en los cuales tenga interés directo alguno de los integrantes, o bien su cónyuge, o cualquiera de sus ascendientes o descendientes consanguíneos.

7) En asuntos en los que alguno de los parientes indicados en el inciso 2) sea o haya sido abogado director o apoderado judicial de alguna de las partes, siempre que esa circunstancia conste en el expediente respectivo.

Sin embargo, en el caso previsto en este inciso, la parte contraria podrá habilitar al funcionario para que conozca del asunto, siempre que lo haga antes de que intervenga en ese asunto el funcionario sustituto.

En los casos a que se refieren los incisos 1), 2) y 4) de este artículo, estarán también impedidos para actuar en los asuntos los secretarios, los prosecretarios y los notificadores.

Artículo 53.- Causas. 

Son causas para recusar a cualquier funcionario que administra justicia: 

1) Todas las que constituyen impedimento conforme con el artículo 49.

2) Ser primo hermano por consanguinidad o afinidad, concuñado, tío o sobrino por afinidad de cualquiera que tenga un interés directo en el asunto, contrario al del recusante.

3) Ser o haber sido en los doce meses anteriores socio, compañero de oficina o de trabajo o inquilino bajo el mismo techo del funcionario; o en el espacio de tres meses atrás, comensal o dependiente suyo.

4) Ser la parte contraria, acreedor o deudor, fiador o fiado por más de mil colones del recusado o de su cónyuge. Si la parte respecto de quien existe el vínculo de crédito o fianza fuere el Estado o una de sus instituciones, una municipalidad, una sociedad mercantil, una corporación, asociación, cooperativa o sindicato, no será bastante para recusar esta causal, ni las demás que, siendo personales, sólo puedan referirse a los individuos.

5) Existir o haber existido en los dos años anteriores, proceso penal en el que hayan sido partes contrarias el recusante y el recusado, o sus parientes mencionados en el inciso 2) del artículo 49. Una acusación ante la Asamblea Legislativa no será motivo para recusar a un magistrado por la causal de este inciso ni por la de ningún otro del presente artículo.

6) Haber habido en los dos años precedentes a la iniciación del asunto, agresión, injurias o amenazas graves entre el recusante y el recusado o sus indicados parientes; o agresión, amenazas o injurias graves hechas por el recusado o sus mencionados parientes al recusante después de comenzado el proceso.

7) Sostener el recusado, su cónyuge o sus hijos, en otro proceso semejante que directamente les interese, la opinión contraria del recusante; o ser la parte contraria juez o árbitro en un proceso que a la sazón tenga el recusado, su cónyuge o hijos.

8) Haberse impuesto alguna pena o corrección en virtud de queja interpuesta en el mismo proceso por el recusante.

9) Estarse siguiendo o haberse seguido en los seis meses precedentes al asunto, otro proceso civil de mayor o de menor cuantía entre el recusante y el recusado, o sus cónyuges o hijos, siempre que se haya comenzado el proceso por lo menos tres meses antes de aquel en que sobrevenga la recusación.

10) Haberse el recusado interesado, de algún modo, en el asunto, por la parte contraria, haberle dado consejos o haber externado opinión concreta a favor de ella. Si alguno de esos hechos hubiere ocurrido siendo alcalde, actuario, juez, juez superior o magistrado el recusado, una vez declarada con lugar la recusación mediante plena prueba de los hechos alegados, se comunicará lo resuelto a la Corte Plena para que destituya al juzgador, y a la Asamblea Legislativa si se trata de un magistrado. En ambos casos se hará la comunicación al Ministerio Público para que abra proceso penal contra el funcionario.

Las opiniones expuestas o los informes rendidos por los juzgadores, que no se refieran al asunto concreto en que sean recusados, como aquellas que den con carácter doctrinario o en virtud de requerimiento de los otros poderes, o en otros asuntos de que conozcan o hayan conocido de acuerdo con la ley, no constituyen motivo de excusa ni de recusación.

11) Haber sido el recusado perito o testigo de la parte contraria en el mismo asunto.

12) Haber sido revocadas por unanimidad o declaradas nulas en los tribunales superiores tres o más resoluciones del recusado contra el recusante en un mismo asunto; pero dado este caso de recusación, podrá recusarse al juez en cualquier otro proceso que tenga el recusante ante el mismo funcionario”.

ASÍ LAS COSAS, LA NEGATIVA A MOSTRAR UN EXPEDIENTE NO ES TÉCNICAMENTE CAUSAL DE RECUSACIÓN (NI EXISTE MOTIVO DE INHIBITORIA), PERO SÍ DE OTRO TIPO DE ACCIONES; VERBIGRACIA UN RECURSO DE AMPARO POR VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO (ESPECÍFICAMENTE AL PRINCIPIO TÉCNICO DE DEFENSA), PUESTO QUE EL NO HABERLO NOTIFICADO NO ES SUSTENTO LEGAL PARA NO MOSTRALE EL EXPEDIENTE.

Para sustentar la respuesta al recurrente, el órgano colegiado debe indicar que los hechos articulados por el Lic. Roldán Roboz no se encuadran dentro del elenco (taxativo) que establece el CPC como causal de recusación. 

A mayor abundamiento, la nota suscrita, con data 04 de abril de 2003, por los miembros de la Fiscalía (Hazel Soto Picado y otros) desdice que la señora fiscal haya incurrido en actitudes impropias de su cargo o que configuran causal de recusación.

2.- Sin perjuicio de lo anterior, sí resulta de imperiosa necesidad indicar que el abogado denunciado, EN TODO MOMENTO, puede y debe tener acceso al expediente Y EN ESE MOMENTO PROCEDER A NOTIFICARLE O DEJAR CONSTANCIA QUE TIENE CONOCIMIENTO DEL ASUNTO (en el evento de su negatoria o renuencia a darse por notificado); pero no a la inversa; es decir, no puede la Fiscalía (por su naturaleza y funciones) denegar un expediente a un abogado contra el cual se endilga una queja, exigiendo primero la notificación: ES MÁS, EL SUSTENTO DE NOTIFICARLO UNA VEZ ENTREGADO EL EXPEDIENTE, ES SU CONOCIMIENTO DEL MISMO.
Para ello, la Fiscalía debe tener presente el párrafo primero del artículo 11 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras comunicaciones judiciales número 7637, que dice: 

“SE TENDRÁ POR NOTIFICADA LA PARTE O TERCERA PERSONA INTERESADA QUE, SIN HABER RECIBIDO NOTIFICACIÓN, SE APERSONARE AL PROCESO UNA VEZ CURSADA LA DEMANDA, INDEPENDIENTEMENTE DE LA NATURALEZA DE SU GESTIÓN”. 

A mi juicio, respetuosamente considero que debe enderezarse el procedimiento; es decir, se le muestra el expediente y luego se le notifica. En caso de renuencia o negativa del abogado, se deja constancia en el expediente.

El problema que se presenta, es que el “notificador” de la Fiscalía no tiene fe como los notificadores del Poder Judicial, pero ello se subsana con la razón de un notario de la Fiscalía o una constancia signada por el Fiscal del Colegio de Abogados.

De ahí que, considero que lleva razón el Lic. Roldán en el sentido de que goza de derecho a la revisión del expediente (de lo contrario se conculca el debido proceso) y que la falta de notificación no puede ser óbice para no mostrarlo.

Una vez mostrado el expediente (art. 11 Ley No. 7637) se procede a notificarlo.

Los señores directivos deliberan sobre el tema aprobando el informe presentado por el Departamento Legal, y con base en las razones que ahí se indican se declara sin lugar la recusación. 

La Licda. Amira Suñol Ocampo manifiesta que vota en contra de aprobar este informe ya que se extralimitó a lo que realmente el acuerdo establecía, pues eso es una investigación de lo que pasó.

Se acuerda: 

Aprobar el informe presentado por el Departamento Legal y con base en las razones que ahí se indican se declara sin lugar la recusación planteada por el Lic. Manuel Alberto Roldán Roboz. 

AL SER LAS DIECIOCHO HORAS VEINTE MINUTOS INGRESA A LA SALA DE SESIONES EL DR. JOSÉ MANUEL ARROYO GUTIÉRREZ.

ARTICULO 4) Informe de la Licda. Dunia Chacón Chavarría 

La Licda. Dunia Chacón Chavarría manifiesta que en la sesión anterior, contrariada y molesta pronunció una palabra que luego tuvo que pensar y era que renunciaba a la Fiscalía. Para nadie es un secreto que se sintió profundamente ofendida ese día, y será porque es una mujer de una generación beligerante no es de estereotipos ni de poses, nunca mide las consecuencias de algo por cuestiones políticas y de conveniencia, siempre expone lo que siente. Asimismo comunica que ha tomado la decisión de no renunciar por respeto a los que querían que ella llegara a la Fiscalía, pero eso va a acarrear otras cosas, por lo que en este momento procede a hacer entrega al señor Presidente del expediente contra el Lic. Manuel Roldán Roboz con una inhibitoria de su parte porque está pensando querellar penalmente al Lic. Roldán. La inhibitoria también se hace extensiva al personal de la fiscalía porque de una u otra manera ellos son testigos del problema que ha surgido con el señor Manuel Roldán Roboz y como tales serán ofrecidos en la querella. También hace entrega del expediente de la queja planteada por la Licda. Patricia Monge contra el Lic. Melvin Arias Pizarro, en la que ella y todo el personal de la Fiscalía se inhiben, por haber sido compañeros de trabajo de don Melvin.

En otro orden de ideas, con relación al despido del Lic. Melvin Arias Pizarro, informa la Licda. Dunia Chacón Chavarría que se han encontrado con más de cincuenta expedientes sin resolver que correspondían a don Melvin y, por ello, todo el esfuerzo que se hizo para poner al día la Fiscalía no ha fructificado plenamente debido a esa situación.

AL SER LAS DIECIOCHO HORAS VEINTE MINUTOS INGRESA A LA SALA DE SESIONES EL DR. WILBERT ARROYO ALVAREZ.

ARTICULO 5) Acción de Inconstitucionalidad

El Dr. Paul Rueda Leal manifiesta que la Junta Directiva había acordado ser parte procesal en una gestión de inconstitucionalidad que tuviera que ver con la reivindicación del orden constitucional, a partir de las declaraciones del Poder Ejecutivo que involucra a Costa Rica en un conflicto militar a favor de una determinada parte.

Entrega a cada directivo un documento en el cual consta una introducción donde queda patente que la gestión no tiene como fin parcializarse a favor de uno u otro lado que se encuentre en conflicto, sino que el objetivo de esa acción de inconstitucionalidad es defender valores tradicionales costarricenses y sobre todo, dejar claro que ningún Poder de la República está en la capacidad de involucrar al país en un conflicto internacional si la población no lo quiere y si no se ha hace según los cánones constitucionales dispuestos. El texto de la acción de inconstitucionalidad que propone fue elaborado a partir de un borrador remitido por el Dr. Rubén Hernández Valle, experto en Derecho Constitucional.

El Dr. Paul Rueda Leal procede a dar lectura al siguiente punto de dicha acción:

I.- La naturaleza jurídica del acto impugnado

1.- De conformidad con el artículo 139 de la LGAP, “El acto podrá expresarse a través de otro que lo implique necesariamente, en cuyo caso tendrá existencia jurídica propia“.

2.- Esta norma consagra, en nuestro ordenamiento administrativo, la doctrina de los denominados actos implícitos. Tanto de la declaratoria del Poder Ejecutivo del l9 de marzo pasado, así como la contenida en el campo pagado del 26 del mismo mes, se deriva la existencia jurídica de una declaratoria de guerra del Estado costarricense contra IRAK. 

3.- En efecto, apoyar moralmente la acción de un tercero significa compartir las razones que la motivan, consentir en los medios que utiliza y aprobar sus resultados.  En consecuencia, apoyar moralmente la operación militar en Irak implica avalar el irrespeto a la participación del Consejo de Seguridad en la solución del conflicto y, por tanto, negar todos los fines para los cuales fue creada la Organización de Naciones Unidas, así como cohonestar el uso de la fuerza militar y, justificar, la muerte de civiles inocentes.   

4.-Por tanto, se puede concluir que existe un acto jurídico, con existencia propia como lo indica el precitado numeral l39 de la LGAP, en virtud del cual el Poder Ejecutivo le declaró la guerra a IRAK, dado que el “apoyo moral” a operaciones militares en un tercer país, no tiene otro significado jurídico que el apoyo velado a una guerra.

II.- Las violaciones constitucionales del acto impugnado

El acto impugnado viola normas de rango constitucional y otras contenidas en tratados internacionales vigentes en la República.

A.- Las violaciones constitucionales del acto impugnado

1.- El artículo 121 inciso 6) de la Constitución Política dispone que es competencia exclusiva de la Asamblea Legislativa, “Autorizar para declarar el estado de defensa nacional y para concertar la paz.”

2.- Dentro de este mismo orden de ideas, el artículo 147 inciso l) de la Carta Política establece como función del Consejo de Gobierno “Solicitar a la Asamblea Legislativa la declaratoria del estado de defensa nacional y la autorización para decretar el reclutamiento militar, organizar el ejército y negociar la paz”.

3.- De la transcripción de las dos normas constitucionales precitadas, queda claro que dentro de las competencias del Poder Ejecutivo -- que tiene a su cargo la dirección de las relaciones internacionales—no está incluida la de adoptar una medida como la que aquí se cuestiona.   

4.- En todo caso, la Constitución Política se refiere a las acciones de defensa, categoría dentro de la cual tampoco puede encuadrarse la acción del Gobierno, pues se trata de apoyar una acción de ofensiva. Por consiguiente, el único órgano competente al efecto lo era la Asamblea Legislativa.

5.- De lo dicho se infiere, con claridad meridiana, que  el acto recurrido constituye jurídicamente una declaratoria velada de guerra contra otro Estado, lo que se encuentra corroborado por  los considerandos 4, 5 y 6 de su declaratoria del 19 de marzo, cuando indican que:

“4. que ante el conflicto, provocado por el régimen de Saddam Hussein, el Gobierno de Costa Rica ha demandado el cumplimiento oportuno, efectivo y real de las resoluciones de Naciones Unidas, dictadas desde hace más de doce años y reiteradas a lo largo del tiempo -y aún recientemente- por el Consejo de Seguridad, en el sentido de que ese régimen se deshaga de las armas prohibidas como requisito para evitar desarmarlo por la fuerza con la clara advertencia de que, de no hacerlo, enfrentaría graves consecuencias;

5. que en las últimas semanas, un importante grupo de Estados Miembros de la Liga Árabe demandaron a Saddam Hussein su salida del poder y su retiro del territorio iraquí como un medio -de última instancia- para evitar una acción armada conducente a obligar a su régimen a cumplir de manera pacífica las resoluciones de Naciones Unidas. Esa misma instancia fue formulada hace menos de cuarenta y ocho horas por el Gobierno de Estados Unidos de América.

6. Que no obstante tales instancias, una vez más el día de ayer, al igual que desde hace doce años, Saddam Hussein ha expresado su intención de no cooperar para lograr una solución pacífica ni cumplir las demandas que la comunidad internacional le ha formulado por medio de Naciones Unidas.”


Y en el Por tanto ratifica lo anterior en forma expresa:

“Reitera su llamado a la paz; en particular a Saddam Hussein para que cumpla las resoluciones dictadas por Naciones Unidas para que se desarme o, en su defecto, atienda la demanda formulada por países miembros de la Liga Árabe y del Gobierno de Estados Unidos en el sentido que se retire del Gobierno de su país y abandone su territorio. En caso contrario, será el dictador Hussein el único responsable del conflicto militar en Irak.

6.  El acto impugnado viola también el principio de legalidad previsto en el numeral 11 de la Constitución, por cuanto el Poder Ejecutivo asumió competencias que constitucionalmente le están sustraídas, las cuales corresponden exclusivamente a la Asamblea Legislativa.

7.- En efecto, los Poderes Públicos sólo pueden realizar aquellos actos que estén expresamente autorizados por el ordenamiento jurídico, en términos tales que lo no permitido está prohibido. 

8.- El Poder Ejecutivo carece de competencias constitucionales para hacer declaratorias de guerra, como la contenida en el acto impugnado, primero porque Costa Rica, por ser un país de tradición civilista y pacífica, no está autorizado para declararle la guerra a ningún país. 

9.- Segundo, porque la eventual declaratoria del estado de defensa nacional—la cual presupone lógica y jurídicamente que hayamos sido atacados por un tercer país—debe ser previamente autorizada por la Asamblea Legislativa, además de que la respectiva solicitud de declaratoria es resorte exclusivo del Consejo de Gobierno y no del Poder Ejecutivo propiamente dicho, ni mucho menos del Presidente de la República actuando solo.

10.- Las declaraciones del Presidente incumplen el juramento constitucional de observar y defender la Constitución y las leyes de la República, contemplado en el artículo 192 constitucional, por cuanto de manera abierta y expresa desacata las normas contenidas en la Carta de las Naciones Unidas, colocando al país en el grupo de naciones que actúa al margen de lo dispuesto en ese cuerpo legal, según se explica con mayor detalle en el apartado siguiente.

B. – Las violaciones del acto impugnado de normas contenidas en tratados internacionales vigentes en la República.-

1.- Costa Rica, al suscribir y ratificar tratados y convenios internacionales acepta sus implicaciones y debe actuar en consecuencia.  Las obligaciones que el país debe respetar en relación con la paz por ser miembro de Naciones Unidas y, en particular las que se refieren al Consejo de Seguridad y al compromiso que asumimos de respetar lo que decida dicho Consejo, inhibe al Estado Costarricense de apoyar moralmente cualquier ataque que se presente al margen de las resoluciones de dicho Consejo, en especial si existe una resolución reciente como es la número 1441 que textualmente dice en uno de sus considerandos:

“Decidido a lograr que Irak cumpla plena e inmediatamente y sin condiciones ni restricciones las obligaciones que le imponen la resolución 687 (1991) y otras resoluciones en la materia y recordando que las resoluciones del Consejo constituyen la norma para determinar el cumplimiento por parte del Irak.”

2.- Prohibición del uso de la fuerza

El artículo 2. 4 de la Carta de las Naciones Unidas dispone:

“4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas.“

De conformidad con la norma supracitada, el uso de la fuerza está fundamentalmente prohibido. Solo se permite su utilización, si el Consejo interviene en el ámbito propio de los capítulos VII y VIII de la Carta de las Naciones Unidas.

En este sentido, el artículo 46 dispone:

“Artículo 46. Los planes para el empleo de la fuerza armada serán hechos por el Consejo de Seguridad con la ayuda del Comité de Estado Mayor.“

Asimismo, el artículo 51 únicamente deja abierta la posibilidad de los Estados a recurrir al uso de la fuerza en legítima defensa individual o colectiva como respuesta a un ataque armado actual.

Igualmente, la resolución número 2131 de 21 de diciembre de 1965 de la Asamblea General, declara que ningún Estado tiene derecho a intervenir, directa o indirectamente, sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. Por lo tanto, no solamente la intervención armada, sino también cualesquiera otras formas de injerencia o de amenaza atentatoria de la personalidad del Estado o de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen, están condenadas. Un ejemplo de tal tipo de amenaza consiste, como en este caso, en una declaración velada de guerra o en cualquier manifestación que comprometa la imparcialidad del país a favor de alguna de las partes en conflicto, fuera del marco reglado por la Carta de las Naciones Unidas.

Dentro de está óptica es conveniente, además, recordar algunas de las disposiciones establecidas en la carta de las Naciones que regulan el Consejo de Seguridad: 

“Artículo 24.- A fin de asegurar acción rápida y eficaz por parte de las Naciones Unidas, sus Miembros confieren al Consejo de Seguridad la responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales, y reconocen que el Consejo de Seguridad actúa a nombre de ellos al desempeñar las funciones que le impone aquella responsabilidad.

Artículo 25.- Los Miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar y cumplir las decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta.

Artículo 33.- l. Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección.

2. El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a las partes a que arreglen sus controversias por dichos medios.

Artículo 39.- El Consejo de Seguridad determinará la existencia de toda amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará recomendaciones o decidirá que medidas serán tomadas de conformidad con los Artículos 41 y 42 para mantener o restablecer 1a paz y la seguridad internacionales.

Artículo 41.- El Consejo de Seguridad podrá decidir qué medidas que no impliquen el uso de la fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus decisiones, y podrá instar a los Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen dichas medidas, que podrán comprender la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros medios de comunicación, así como la ruptura de relaciones diplomáticas.

Artículo 42.- Si el Consejo de Seguridad estimare que las medidas de que trata el Artículo 41 pueden ser inadecuadas o han demostrado serlo, podrá ejercer, por medio de fuerzas aéreas, navales o terrestres, la acción que sea necesaria para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales. Tal acción podrá comprender demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por fuerzas aéreas, navales o terrestres de Miembros de las Naciones Unidas.

Artículo 49.- Los Miembros de las Naciones Unidas deberán prestarse ayuda mutua para llevar a cabo las medidas dispuestas por el Consejo de Seguridad.

Y en relación con el cumplimiento de los compromisos por parte de los Estados miembros de la ONU el artículo 2 de la Carta de las Naciones establece, en lo conducente:

“Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes Principios:

1. La Organización esta basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus Miembros.

2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta.

…”

3.- El Poder Ejecutivo, al brindar su apoyo a la Coalición, no sólo está irrespetando el orden internacional, sino que, además en su posición del 19 de marzo está interpretando erróneamente el apoyo brindado por el país “… en favor de la alianza anti terrorista encabezada por las más sólidas democracias del mundo…”  

4.- En efecto, la coyuntura particular en la que se produjo tal acción pudo atraer un apoyo inicial a la decisión del Gobierno.  Sin embargo, recurrir a esa alianza para favorecer un conflicto armado es distorsionar por completo el apoyo otorgado en una coyuntura muy particular que no puede extrapolarse a lo que sucede actualmente.

5.- El Poder Ejecutivo, desligándose de los compromisos del país como parte de ese ordenamiento jurídico internacional, apoyó el uso de la fuerza cuando es la propia resolución número 1441 de la misma ONU, la que se está incumpliendo En otros términos, el acto recurrido propició el resquebrajamiento del organismo internacional porque con su apoyo ha dejado en evidencia la inoperancia de sus resoluciones sin dar un espacio para que se cumplan.

6.-De conformidad con el artículo 7 de la Constitución, todos los Poderes Públicos están vinculados por los tratados internacionales y, en consecuencia, deben cumplirlos irrestrictamente, lo cual se echa de menos en el presente caso, puesto que el acto recurrido ha violado, de manera flagrante como ha quedado demostrado claramente a lo largo de la presente acción, diversas disposiciones contenidas en la Carta de las Naciones Unidas.

SEGUNDO MOTIVO DE INCONSTITUCIONALIDAD: el acto explícito de apoyo dado por el Poder Ejecutivo al derrocamiento armado del gobierno de Irak, al margen y en contra de las resoluciones y de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas.
Tal y como se indicó en el acápite de Antecedentes de esta gestión, la declaración emitida por el Poder Ejecutivo el día 19 de marzo pasado expresamente contiene un llamado al gobierno de Irak “en el sentido que se retire del Gobierno de su país y abandone su territorio”.

En otras palabras, Costa Rica –por medio de la citada declaración– explícitamente señala su apoyo a la remoción, incluso por la fuerza, de las autoridades de gobierno de Irak.

Por más que el Colegio de Abogados coincide en que el gobierno del presidente Saddam Hussein es responsable de una larga lista de violaciones a los derechos humanos y a las obligaciones internacionales de los países en el concierto pacífico de las naciones, lo cierto del caso es que es inevitable reconocer que se trata de un gobierno reconocido por la comunidad internacional, al punto de que cuenta con una representación ante la Organización de las Naciones Unidas y legaciones en diversos países del mundo, con las que mantiene relaciones diplomáticas, comerciales y de otra índole.

En este sentido, estimamos que el apoyo dado por el Poder Ejecutivo a la remoción forzosa de ese gobierno, al margen de una resolución tomada en ese sentido por las Naciones Unidas, constituye una clara violación de las obligaciones contraídas por Costa Rica, especialmente en la Carta de dicha organización.

En ausencia de un acuerdo adoptado de conformidad con las reglas del derecho internacional público, la postura del Poder Ejecutivo da lugar a una intromisión ilegítima en los asuntos internos de otro país, por más –repito– que podamos comprender los fundamentos morales de esa decisión.

Dicho de otro modo: la obligación de nuestro país, al tenor de los compromisos contraídos en el marco de la Carta de las Naciones Unidas, debió ser la de tomar acciones para lograr que la comunidad internacional retirase primero su reconocimiento al gobierno de Irak, para entonces, y solo entonces, apoyar el retiro de las autoridades de ese país del poder. Pero al hacer esto último en ausencia de una resolución adoptada conforme al derecho internacional, se infringen los compromisos suscritos por el país, lo cual estimamos igualmente contrario a los artículos de la Constitución Política y de los instrumentos internacionales ya citados.
Seguidamente los señores directivos realizan un amplio análisis de la acción de inconstitucionalidad.

El Dr. Manuel Amador Hernández manifiesta que no está de acuerdo con el fundamento del proyecto pues parte de una apreciación  equivocada. Recuerda que en materia de hermenéutica legal existe un principio llamado de la indivisibilidad de las manifestaciones de voluntad, el cual obliga a ver las declaraciones como un todo unitario. Esto por una parte implica que en la medida en que haya contradicciones aparentes en la declaración, el intérprete, ahora nosotros y después la Sala IV, tiene que ver de qué manera conjuga esas contradicciones para no violar el principio de indivisibilidad y atribuirle a la declaración efectos contradictorios o excluyentes entre sí. Por otra parte, ese principio también significa que si hay una manifestación expresa en un determinado sentido, no es válido inferir del texto restante, manifestaciones presuntas o implícitas en sentido contrario. En la parte petitoria del proyecto que se nos presenta, se habla de un acto implícito de declaración de guerra lo cual es incorrecto porque en los documentos del señor Presidente de la República hay una manifestación expresa que dice “... por nuestra vocación pacifista como nación sin ejército, Costa Rica no está ni puede entrar en guerra, puesto que tal como corresponde dentro del marco del estatuto de neutralidad, solo estarían dispuesta a participar en acciones mediadoras y pacificadoras así como en acciones de estricto carácter humanitario.” Esta es una manifestación expresa del señor Presidente de la República contraria a la guerra y, por ello, no se podría recurrir a otros párrafos de ese texto, sin violar el principio de hermenéutica legal que mencionó atrás, para entresacar de ellos contenidos implícitos contrarios a esa manifestación expresa. Ninguna declaración implícita de guerra podría derivarse del texto del señor Presidente de la República si él, expresamente, manifiesta lo contrario. Ese es el fundamental argumento por el que no está de acuerdo con dicha acción, porque le parece que hay un gravísimo error de hermenéutica legal, pues si en un determinado sentido el texto es claro, el intérprete no puede de ninguna manera venir a entresacar de otra parte del texto consideraciones contrarias a esa manifestación expresa. El texto podría ser ambiguo. Pero, repite, es absolutamente erróneo derivar de él declaraciones implícitas contra declaraciones explícitas, porque hermenéutica legal no lo permite.

El Dr. Paul Rueda Leal refuta las palabras del señor Presidente primero por un hecho indubitable, el nombre de Costa Rica aparece en la lista de naciones que están apoyando a la coalición que en este momento entró a invadir a otro país al margen de lo reglado en la Carta de las Naciones Unidas, que es norma jurídica de acatamiento obligatorio para el país, y segundo, porque en la doctrina del acto implícito, precisamente lo relevante es el sentido y objetivo del acto aparente, que en realidad esconde otro tipo de actuación. Un apoyo moral que convierte al país en un miembro de un bloque militar es un acto velado de declaración de guerra. Al respecto, se debe recordar que el acto de guerra no es una declaración formal, sino, según la doctrina actual del derecho internacional público, un asunto de hecho, que se evidencia a través de concretas actuaciones y manifestaciones.

El MSc. Christian Hess Araya manifiesta que se debe hacer un esfuerzo de interpretación para estimar que existe una declaratoria de guerra implícita de alguna manera, sin embargo, sí es cierto que en el campo pagado dice que Costa Rica apoya a quienes luchan en contra del terrorismo, lo cual implica ponerse de lado de las acciones realizadas presumiblemente en contra del terrorismo. Indica que adicionalmente hubiera razonado de cómo representa un incumplimiento de Costa Rica frente a sus compromisos internacionales en el marco de las Naciones Unidas, el hecho de manifestarse públicamente a favor del derrocamiento de un gobierno de otro país que está reconocido internacionalmente como el gobierno legítimo de Iraq, y Costa Rica al apoyar acciones orientadas claramente al derrocamiento de ese gobierno al margen de las resoluciones de las Naciones Unidas es un argumento claramente sustentable dentro de una gestión de esta naturaleza. 

El Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez considera que como Colegio de Abogados se tiene una responsabilidad histórica. En estos días ha sentido una enorme congoja por las manifestaciones del señor Presidente, y como muchas personas en este país, no está a favor de lo que está sucediendo. Estima que el fondo de esta acción está más que fundamentado, por lo menos él no dormiría tranquilo sin decirle al país que el Colegio de Abogados tiene la expresión de un sentimiento de muchas personas y que esta acción en lo fundamental precisa un valor que en este momento se debe expresar. El señor Presidente dice por un lado que Costa Rica es un país pacífico y que no se puede meter en la guerra, pero por otro autoriza ser miembros de una coalición que está en este momento involucrada directamente en un acto bélico y siendo Costa Rica es un país de Derecho eso le angustia, cómo un país tan pequeño cuando ha tenido algo que decirle al mundo se lo ha dicho en orden al derecho, a la educación, a la paz, que es lo que ha hecho la diferencia entre este país y el resto de muchos países de América Latina. Considera que se le debe enviar al país el mensaje claro de que este Colegio acciona en inconstitucionalidad por las acciones del Dr. Abel Pacheco.

La Licda. Patricia Madrigal Cordero expresa que esta es una discusión entre valores que hasta cierto punto son individuales y colectivos y razones jurídicas, pero el derecho sin los valores no puede existir. Esta Junta Directiva como uno de los primeros actos y de previo a que muchas de las organizaciones que posteriormente lo hicieron, aprobó una declaración en ese sentido y fue un acto muy adecuado. Una solicitud de que el Poder Ejecutivo se retracte se le ha venido haciendo con las manifestaciones públicas en la calle en el último mes y el gobierno no se ha retractado. Si el gobierno no se retracta por razones estrictamente comerciales por estar negociando un TLC con Estados Unidos y había que estar en esa lista de la coalición, le parece que esas cosas no se pueden mezclar, no se puede comprometer al país por razones comerciales. En ese sentido, estima que una acción de inconstitucionalidad es el medio que el Colegio de Abogados puede utilizar. La sociedad civil usa las manifestaciones callejeras, ya se elaboró una declaración pública, el siguiente paso es una acción legal, porque de no hacerlo, esto podría seguirse dando, que un país que no tiene ejército avale el uso de la fuerza. En primer lugar aprobar el uso de la fuerza cuando el país constitucionalmente renunció a tener ejército y en segundo lugar, renunció al ejército para acogerse a un sistema de Naciones Unidas en el que se le está diciendo al Consejo de Seguridad que no va a seguir, porque las declaraciones no tienen ningún fundamento y se va a hacer uso de la fuerza. Tres gobiernos en un acto absolutamente unilateral y usando la fuerza desconocieron la declaración de Naciones Unidas, y el Colegio de Abogados debe tener una participación activa en esta situación.

El M.A. Pablo Duncan Linch indica que se debe analizar el contexto en el que se están dando las cosas. Considera que no se puede negar que hay un acto implícito asimilable y que inclusive es un acto de agresión en el contexto en que está planteado, por lo que está absolutamente de acuerdo con plantear esa acción. En cuanto a lo manifestado por la Licda. Patricia Madrigal, vale la pena que se considere en el sentido que en este momento se tiene una oportunidad no para juzgar sino para hacer algo realmente importante, porque siente que de alguna manera se está golpeando la institucionalidad del país. 

El MSc. Christian Hess Araya se suscribe a las palabras del Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez con relación a la necesidad que esta acción se interponga, y el tiempo de las declaraciones ya pasó, ya el Colegio se declaró en ese sentido y es momento de pasar a una acción eficaz. Asimismo solicita la posibilidad que se le agregue al texto el razonamiento en el sentido que también existe un problema constitucional planteado no solo en el hecho de que Costa Rica apoye el derrocamiento de un gobierno reconocido por los organismos internacionales al margen de las resoluciones de las Naciones Unidas.

La Licda. Amira Suñol Ocampo propone una moción de orden para que se vote la interposición de la acción y si se aprueba la misma, que se someta a votación los cambios que se consideren pertinentes hacer.

El Dr. Manuel Amador Hernández somete a votación la moción para la interposición de la acción de inconstitucionalidad, y se obtienen nueve votos a favor del Dr. Manuel Amador Hernández, Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez, Dra. Rosa María Abdelnour Granados. Dr. Wilbert Arroyo Alvarez, Dr. Paul Rueda Leal, MSc. Christian Hess Araya, M.A. Pablo Duncan Linch, Licda. Patricia Madrigal Cordero y Licda. Dunia Chacón Chavarría. 

La Licda. Amira Suñol Ocampo se abstiene de votar.

Seguidamente los señores directivos entran a discutir el fondo de la acción de inconstitucionalidad y surgen dos mociones para ser votadas:

· La primera propuesta es presentada por el MSc. Christian Hess Araya para que se agregue al contenido de la acción el motivo adicional de inconstitucionalidad en el sentido de que al apoyar el derrocamiento de un gobierno reconocido por la comunidad internacional, Costa Rica también está incumpliendo con sus obligaciones internacionales en el marco de la Naciones Unidas.

Sometido a votación se obtienen nueve votos a favor del Dr. Manuel Amador Hernández, Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez, Dra. Rosa María Abdelnour Granados. Dr. Wilbert Arroyo Alvarez, Dr. Paul Rueda Leal, MSc. Christian Hess Araya, M.A. Pablo Duncan Linch, Licda. Patricia Madrigal Cordero y Licda. Dunia Chacón Chavarría, por lo que se aprueba la moción.

La Licda. Amira Suñol Ocampo se abstiene de votar.

· La segunda propuesta es presentada por el Dr. Manuel Amador Hernández para que se elimine el argumento del acto implícito de declaratoria de guerra del señor Presidente de la República, que está ubicado en la petitoria de la acción propuesta.

Sometido a votación se obtienen dos votos a favor del Dr. Manuel Amador Hernández y la Dra. Rosa María Abdelnour Granados y siete votos en contra del Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez, Dr. Wilbert Arroyo Alvarez, Dr. Paul Rueda Leal, MSc. Christian Hess Araya, M.A. Pablo Duncan Linch, Licda. Patricia Madrigal Cordero y Licda. Dunia Chacón Chavarría, por lo cual se rechaza la moción.

La Licda. Amira Suñol Ocampo se abstiene de votar.

El Dr. Paul Rueda Leal propone que el acuerdo se declare en firme para proceder a presentar dicha acción el día de mañana.

Sometido a votación se obtienen ocho votos a favor Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez, Dra. Rosa María Abdelnour Granados, Dr. Wilbert Arroyo Alvarez, Dr. Paul Rueda Leal, MSc. Christian Hess Araya, M.A. Pablo Duncan Linch, Licda. Patricia Madrigal Cordero y Licda. Dunia Chacón Chavarría, y dos en contra del Dr. Manuel Amador Hernández y la Licda. Amira Suñol Ocampo.

Se acuerda: 

a.- Interponer la acción de inconstitucionalidad cuyo proyecto ha presentado el Dr. Paul Rueda Leal, con relación a la reivindicación del orden constitucional a partir de las declaraciones del Poder Ejecutivo que involucra a Costa Rica en el conflicto militar a contra Iraq.

b.- Agregar al contenido del proyecto un motivo adicional de inconstitucionalidad en el sentido de que al apoyar el derrocamiento de un gobierno reconocido por la comunidad internacional, Costa Rica también está incumpliendo con sus obligaciones internacionales en el marco de la Naciones Unidas.

c.- Se declara firme el acuerdo para proceder a la presentación de la acción de inconstitucionalidad el día viernes 11 de abril de 2003.

AL SER LAS DIECINUEVE HORAS TREINTA MINUTOS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH.

AL SER LAS DIECINUEVE HORAS CON TREINTA MINUTOS SE RETIRAN DE LA SALA DE SESIONES EL DR. PAUL RUEDA LEAL Y MSc. CHRISTIAN HESS ARAYA.

ARTICULO 6) Informe del Director Ejecutivo.

El Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, procede a presentar los siguientes puntos:

6.1. Compra de lámparas para el restaurante: indica que en el restaurante existen aproximadamente treinta lámparas que están quemadas y la Junta Administradora le solicitó que estén reparadas para la semana del abogado. Dichas lámparas cuentan con unos bulbos que cuestan trece mil quinientos sesenta colones cada uno, para un total de cuatrocientos seis mil ochocientos colones, lo cual es un monto muy alto. Agrega que investigaron las opciones existentes y surge la posibilidad de sustituir esas lámparas por cuatro lámparas fluorescentes grandes, que con la mano de obra tienen un valor de ochenta y nueve mil cuatrocientos cinco colones, y el encargado del restaurante está de acuerdo. El problema que existe es el trámite rápido que debe dársele porque después de Semana Santa solo queda una semana para poder trabajar en los aspectos que faltan para la Semana del Abogado, por lo que solicita a los señores directivos acelerar el trámite, sujetos siempre a la presentación de toda la documentación correspondiente que se entrega a la Junta Directiva.

El Dr. Manuel Amador Hernández mociona que se autorice al Lic. José Luis Meneses Rímola dar inicio al trámite para la adquisición de cuatro lámparas grandes para el restaurante del Colegio de Abogados y posteriormente informe a la Junta Directiva, lo cual se aprueba.

Se acuerda: 

Autorizar al Lic. José Luis Meneses Rímola dar inicio al trámite para la adquisición de cuatro lámparas grandes para el restaurante del Colegio de Abogados y posteriormente informe a la Junta Directiva.

6.2. Donaciones: informa con relación a la Semana del Abogado, que la Licda. Virginia Beckles Maxwell consiguió donaciones en efectivo por aproximadamente trescientos cincuenta mil colones; con el dinero que ha ingresado por patrocinios por camisetas no existe problema porque el Colegio las encarga y el patrocinador las paga y no hay dinero de por medio. Pero con el dinero de las donaciones se están girando cheques a nombre del Colegio de Abogados y también efectivo. Indica que la Junta Administradora sugería que el Dr. Manuel Amador Hernández endosara esos cheques a nombre del Colegio pero él se opuso por control interno, pues eso no se puede hacer y es una gran responsabilidad, entonces han ideado un sistema para que esos dineros entren al Colegio y que la Junta Administradora tenga flexibilidad para disponer de ellos y hacerle frente a las diferentes actividades. Señala que estuvo conversando con el Contralor del Colegio y están planteando el siguiente procedimiento: la Junta Directiva autoriza la creación de caja chica para este fin específico y en forma temporal por un monto equivalente a lo que la Licda. Virginia Beckles les entregue, de manera que los cheques están en la institución y estos fondos entrarían como otros ingresos; lo manejaría la misma persona que está manejando la caja chica del Colegio y el cheque del fondo saldría a nombre de esa persona. Además, todas las facturas que requieran ser reintegradas inmediatamente y canceladas con ese fondo tienen que venir a nombre del Colegio, firmadas por don Fabio León Zárate que es el Presidente de la Junta Administradora, y la señora Gabriela Moraga, su secretaria, quien participa en esa Junta controlará que de acuerdo al presupuesto que se está montando esa partida esté incluida, y él como Director Ejecutivo le pondría un visto bueno al final, como garantía que todo el procedimiento se está respetando.

Lo anterior con el fin de garantizar el dinero que entra con comprobantes y liquidar el fondo apenas pase la actividad.

Los señores directivos están de acuerdo con el trámite sugerido.

Se acuerda:

Aprobar el trámite sugerido por el señor Director Ejecutivo para canalizar las donaciones en dinero para la semana deportiva del (de la) Abogado (a).

6.3. Manifiesta que la Junta Directiva aprobó a la Comisión que está estudiando el Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados una ampliación de un mes más para la presentación del informe. Esta Comisión está siendo asesorada por el señor Augusto Hernández, a quien inicialmente se le habían autorizado la cancelación de ocho horas equivalentes a un monto de sesenta mil colones. Posteriormente la Licda. Mayela Guillén Garro presentó otra factura donde se le autorizó cancelar diez horas y media más equivalente a la suma de noventa y un mil ochocientos setenta y cinco colones. Ahora el Lic. Gerardo Calderón envía otra factura que somete a conocimiento de la Junta Directiva por diecisiete horas y media más hasta el dos de abril, equivalente a ciento cincuenta y tres mil ciento veinticinco, para que sean aprobadas por la Junta Directiva. Asimismo se especifica en la nota de don Gerardo Calderón que van a requerir los servicios del señor Hernández el lunes 21 de abril y dos miércoles más, pero en esta semana la comisión se ha estado reuniendo y el señor Hernández del 3 de abril en adelante ha estado brindando sus servicios. Indica que hasta el momento se le cancelado la suma de trescientos quince mil setecientos cincuenta colones hasta el dos de abril, y quedaría pendiente de cancelar el lunes 21 de abril y dos miércoles más, pero no han especificado el monto por esos días. Expresa que se desconoce el trabajo que falta por hacer, por lo que sugiere que se le solicite a la Comisión un informe sobre qué es lo que falta para concluir.

La Licda. Patricia Madrigal Cordero propone que se le pida a la Comisión una justificación que respalde los servicios que el señor Augusto Hernández está brindando hasta la conclusión del trabajo y cuáles son las necesidades de dicha comisión.

Sometida a votación la moción para que se le solicite a la Comisión que está estudiando el Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados un informe más concreto sobre la labor que se está realizando y qué es lo que está pendiente.

Se acuerda: 

Solicitar a la Comisión que está estudiando el Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados un informe más concreto sobre la labor que se está realizando, qué es lo que está pendiente y cuál es la participación del Lic. Augusto Hernández.

6.4. Contratación directa Nº030-04-03 denominada “Mantenimiento de Edificios y Áreas Deportivas Nº6” con el fin de comprar doce balastros para tubo fluorescente. Indica que se hicieron cuatro cotizaciones y solo se recibió una oferta del Almacén El Eléctrico por un monto de cuarenta y cuatro mil novecientos quince colones con treinta y tres céntimos. No le pareció que hubiera tanta ausencia de información y procedió a solicitar personalmente una cotización que tenía cincuenta y ocho colones menos que la cotización presentada, pero no se tiene crédito con esta segunda empresa ni tampoco están en el registro de proveedores del Colegio, pero era una forma de confirmar que ese precio estuviera cerca de la realidad.

Se acuerda: 

Aprobar la contratación directa Nº030-04-03 denominada “Mantenimiento de Edificios y Áreas Deportivas Nº6” y adjudicarla al Almacén El Eléctrico por un monto de cuarenta y cuatro mil novecientos quince colones con treinta y tres céntimos (¢44.915.33).

6.5. Contratación directa Nº031-04-03 denominada “Artículos, Equipos y Mobiliario de Oficina Nº8”, con el fin de comprar de una impresora HP Deskjet 3800 y una memoria Dimm de 128 mb PC-100 para el Departamento de Fiscalía. La mejor oferta para la impresora es la que presentó la empresa HCG por un monto de cincuenta y ocho mil quinientos y para la memoria la empresa Compulec por doce mil colones.

Se acuerda: 

Aprobar la contratación directa Nº031-0403 “Artículos, Equipos y Mobiliario de Oficina Nº8”, adjudicar la compra de la impresora a la empresa HCG por un monto de cincuenta y ocho mil quinientos colones y la compra de la memoria a la empresa Compulec por doce mil colones. 


6.6. Contratación directa Nº026-03-03 denominada “Semana del Abogado” para la compra de las medallas de oro para otorgarle el reconocimiento a los seis abogados que cumplen este año cincuenta años en el ejercicio de la profesión. Manifiesta que solo existe un proveedor que es la empresa FADEMSA por un monto de ciento diecinueve mil cinco colones con treinta y tres céntimos. (¢119.005.33)

Se acuerda: 

Aprobar la contratación directa Nº026-03-03 para la confección de medallas de oro para los abogados que cumplen cincuenta años en el ejercicio de la profesión y adjudicarla a la empresa FADEMSA por un monto de ciento diecinueve mil cinco colones con treinta y tres céntimos (¢119.005.33).

6.7. Contratación directa Nº 029-04-03, denominada “Artículos, Equipos y Mobiliarios de oficina Nº7”, con el fin de comprar dos protectores de alfombra, dos teclados ergonómicos y una silla. La oferta más favorable para la compra de los teclados es de Suplí servicio por un monto de diecisiete mil ochocientos treinta y cinco colones con veinticuatro céntimos, los protectores de alfombra recomienda comprarlos a Neon Nieto por un monto de ciento setenta y tres mil quinientos cincuenta y un colones con setenta y tres céntimos.

En cuanto a la silla indica que la empresa JD Multisuminis presentó su oferta por ¢20.051.85 que en apariencia sería la más favorable, pero estás sillas se habían comprado antes en el Colegio y no duraron mucho, no aplicando por no reunir las condiciones técnicas, por lo que se recomienda la compra a la empresa Sevasa por un monto de veintinueve mil cuarenta y un colones.
Se acuerda: 

Aprobar la contratación directa Nº029-04-03 y adjudicar la compra de dos teclados a la empresa Suplí servicio por un monto de diecisiete mil ochocientos treinta y cinco colones con veinticuatro céntimos (¢17.835.24); los protectores de alfombra a la empresa Neon Nieto por ciento setenta y tres quinientos cincuenta y un colones con setenta y tres céntimos (¢173.550.73); y la silla adjudicar a la empresa Sevasa por un monto de veintinueve cuarenta y un colones (¢29.041.00), y declarar inaplicable la oferta presentada por la empresa JD Multisuminis, por no reunir las condiciones técnicas.

ARTICULO 6) Mociones de los señores directivos

6.1. Mociones e informes del señor Presidente

6.1.1. El Dr. Manuel Amador Hernández informa con relación al documento del Foro, que se han presentado algunas dudas con el PNUD, pues ellos querían ser socios o coauspiciadores del documento y la Junta Directiva en la sesión Nº11-2003 del 20 de marzo del año en curso, decidió que fueran coauspiciadores. Las personeros del PNUD le manifestaron que eso no era lo que se había definido desde el inicio, porque participaron en el acto inaugural en el cual el Colegio hizo la convocatoria, además pagaron los honorarios de un experto y su asistente, contribuyeron con gastos, convocaron a muchas personas a un taller de validación y dieron sus aportes intelectuales en muchas reuniones preparatorias y otras que se realizaron cuando ya los trabajos se habían iniciado. La señora Ligia Elizondo, representante del PNUD en Costa Rica está un poco preocupada por esa situación. Agrega el Dr. Amador que lo que solicitan es que en la portada del libro, dónde dice el nombre del Colegio de Abogados se ponga el nombre del PNUD y del INCAE, y que en la presentación que se pongan sus nombres. Otro punto es que a lo interno del documento se puso el título “Foro Agenda Nacional, Colegio de Abogados”, y eso también lo cuestionan, pues desean que se pongan los tres nombres, además que se les concedan quince días de tiempo para analizar el documento para enterarse del contenido del mismo. Por lo anteriormente expuesto consulta a los señores directivos la decisión a tomar en el asunto.

El Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez considera que la colaboración que el PNUD  y el INCAE hayan dado, dé para aparecer en los mismos términos que el Colegio, siempre y cuando se respete y quede muy claro que ellos coauspiciaron la actividad  él estaría de acuerdo, pero sí cree que se debe ver lo que ellos quieren incorporar.

AL SER LAS VEINTE HORAS TREINTA MINUTOS INGRESAN A LA SALA DE SESIONES EL DR. PAUL RUEDA LEAL Y CHRISTIAN HESS ARAYA.

La Licda. Amira Suñol Ocampo manifiesta que de acuerdo con la ley de propiedad intelectual, poner el nombre del PNUD y el INCAE en la obra podría dar pie a algún reclamo o alguna limitación de divulgación. Considera que si se recibió ayuda de parte de ellos se les puede hacer un agradecimiento y que quede constando la misma dentro del documento.

El Dr. José Manuel Arroyo Gutiérrez manifiesta que debe quedar muy claro que la autoría de este documento es del Colegio de Abogados y que la colaboración o auspicio se consigne en la carátula claramente.

El Dr. Paul Rueda Leal indica que el diseño y la metodología han sido elaborados en lo fundamental por el Colegio con el apoyo de los científicos sociales; se hizo una comisión muy amplia, asistió don Carlos Cruz de la Universidad Nacional, el representante del PNUD y del INCAE asistieron a unas cuatro o cinco reuniones, donde cooperaron con sus criterios, valorados por la Comisión Organizadora del Foro. Desde el punto de vista financiero se tomó la decisión de que el Colegio asumiera la mayor parte de los costos, el Poder Judicial aportó dos publicaciones, una en la Nación y otra en el Diario Extra, se contrataron tres científicos sociales y tres asistentes por espacio de tres meses y medio, uno de esos científicos sociales y su respectivo asistente lo pagó el PNUD, los otros dos científicos y sus asistentes, así como las computadores, papelería, el gasto en la impresión del libro, refrigerios, cassettes, etc., lo asumió el Colegio. Asimismo, señala que todos los talleres de validación fueron organizados por el Colegio. Reitera que le está profundamente agradecido al INCAE y al PNUD por la colaboración brindada y los consejos externados, y que considera relevante que tales entidades se hayan mostrado dispuestas a coauspiciar esta actividad, a pesar de que no se suscribiera ningún convenio de entendimiento. Agrega que el INCAE ya le ha manifestado su interés de seguir coadyuvando y está a la espera de lo que resuelva el PNUD, de lo cual informara don Manuel. En cuanto al documento del Foro, que es un documento sumamente crítico del Poder Judicial, y que remite a lo que dicen las personas entrevistas y que enviaron sus aportes al Colegio de Abogados, se ha sido muy estricto en mantener el texto tal y como fue elaborado por los científicos sociales contratados. Don Manuel, por iniciativa propia y muy valiosa, realizó una sistematización para ayudar a identificar las causas y posibles soluciones a los problemas encontrados, trabajo que se adjuntó al texto por aparte, es decir, respetando el trabajo de los científicos sociales que se añade íntegro, tal como fue elaborado por ellos. Considera que resulta del todo inconveniente que al documento se le haga algún tipo de cambio en su contenido.

Los señores directivos deliberan ampliamente sobre el tema y deciden que la participación del PNUD y el INCAE es de coauspiciadores. En cuanto a la revisión del documento el Foro el tiempo concedido será de ocho días y no se aceptará ningún cambio al contenido del mismo.

Se acuerda: 

Informarle al PNUD y al INCAE que su participación en el Foro para la elaborar la Agenda de Reformas del Poder Judicial es de coauspiciadores. En cuanto a la revisión del documento preparado por los científicos sociales el tiempo concedido para ese fin será de ocho días y no se aceptará ningún cambio al contenido del mismo.

6.1.2. El Dr. Manuel Amador Hernández informa que con la anuencia de la señora Fiscal, tomó la decisión de destituir al Lic. Melvin Arias Pizarro, funcionario de la Fiscalía. Indica que el despido se motivó porque el Lic. Pizarro estaba devengando un salario de aproximadamente cuatrocientos sesenta mil colones y otros funcionarios devengaban la mitad con trabajos más o menos iguales, lo cual aconsejaba una reorganización de la fiscalía. Por concepto de liquidación le corresponde un millón trescientos diecinueve mil colones.

6.2. Mociones e informes de la señora Secretaria, Dra. Rosa María Abdelnour Granados.

6.2.1. La Dra. Rosa María Abdelnour Granados informa que la comisión que se había nombrado para la selección de los candidatos para el puesto de Asesor Jurídico, integrada por el Dr. Wilbert Arroyo Alvarez, MSc. Christian Hess Araya, M.A. Pablo Duncan Linch, Licda. Dunia Chacón Chavarría y su persona, se reuniron el día de hoy, y de los cuarenta y siete candidatos que presentaron sus ofertas seleccionaron las siguientes personas:

· Lic. Adonay Arrieta Piedra

· Licda. María de los Angeles Calderón Ferrey 

· Licda. Marta Esquivel Rodríguez

· Lic. Claudio Hernández Guerrero

· Lic. Rolando Porras Mejías

· Licda. Zahira Solano Navarro

El Dr. Manuel Amador Hernández propone que se reciba a estas personas para ser entrevistadas en la sesión del 24 de abril del 2003 a partir de las seis de la tarde, lo cual se aprueba.

Se acuerda: 

Recibir a las siguientes personas para ser entrevistadas por la Junta Directiva en la sesión del 24 de abril del 2003 a partir de las seis de la tarde:

· Lic. Adonay Arrieta Piedra

· Licda. María de los Angeles Calderón Ferrey 

· Licda. Marta Esquivel Rodríguez

· Lic. Claudio Hernández Guerrero

· Lic. Rolando Porras Mejías

· Licda. Zahira Solano Navarro

ACUERDO FIRME.
6.2.2. La Dra. Rosa María Abdelnour Granados informa que el Lic. Robín Bonilla Monge ya se presentó a la Universidad Latina para hacer las doscientas horas de trabajo comunitario en un consultorio jurídico por una suspensión del proceso a prueba, y dará inició el lunes 21 de abril del 2003.

6.3. Mociones e informes de la señora Fiscal, Licda. Dunia Chacón Chavarría.

La Licda. Dunia Chacón Chavarría propone que cuando un miembro de la Junta Directiva no asiste a determinada sesión, todos los documentos que se reparten en esa sesión a los miembros  de la Junta Directiva sean guardados y entregados en el momento que se pueda.

En este acto, el señor Presidente gira instrucciones en ese sentido a la señorita secretaria de actas.

6.4. Mociones e informes del señor Tesorero, Dr. Paul Rueda Leal.

El Dr. Paul Rueda Leal presenta por escrito la siguiente moción:

Me parece oportuno retomar el acuerdo tomado el año anterior, en las actas Nº 25-2002, Nº 29-2002, Nº 30-2002 y Nº 33-200 respectivamente, en cuanto a realizar cinco publicaciones anuales en los periódicos la Nación y la Extra, con la lista de los abogados (as) que se encuentran suspendidos (as) por motivos disciplinarios, que incluirán a aquellos (as) con suspensiones de tres meses o más y distribuidas de tal forma que no quede excluida ninguna de las personas suspendidas. 

Los señores directivos deliberan sobre el tema y deciden girar instrucciones al Lic. José Luis Meneses Rímola para que ponga en marcha ese acuerdo y se realice la publicación.

Se acuerda: 

Girar instrucciones al Lic. José Luis Meneses Rímola  para que realice la publicación conforme al acuerdo tomado el año anterior, en las actas Nº 25-2002, Nº 29-2002, Nº 30-2002 y Nº 33-200 respectivamente, en cuanto a realizar cinco publicaciones anuales en los periódicos la Nación y la Extra, con la lista de los abogados (as) que se encuentran suspendidos (as) por motivos disciplinarios, que incluirán a aquellos (as) con suspensiones de tres meses o más y distribuidas de tal forma que no quede excluida ninguna de las personas suspendidas. 

ARTICULO 7) LA SIGUIENTE LISTA DE QUEJAS NUEVAS SE TRASLADA A LA FISCALIA POR PARTE DE LA SECRETARIA.
1. Expediente Nº 205-03

Denunciado: Jorge Mario Marín Barquero

Código 2934

Denunciante: De Oficio (Lic. Alvaro A. Cordoba Herrera,  Fisca Coordinador, Santa Cruz)

Fecha de Ingreso: 27 de marzo del 2003.

Folios: 02

Copias: No

2. Expediente Nº 206-03

Denunciado: Lic.  Rainier Alb. Saballos Cerdas
Código 3559

Denunciantes: Marvin Vega Rivera.
Fecha de Ingreso: 28 de marzo de 2003.

Folios: 10

Copias: Una de la queja

3. Expediente Nº 207-03

Denunciado: Lic. Emily Vargas Rivera.

Código 11751

Fecha de ingreso: 28 de marzo del 2003

Denunciante: Fernando Antonio Sibaja Rodríguez.

Fecha de Ingreso: 28 de marzo del 2003.

Folios: 04

Copias:  no

4. Expediente Nº 208-03

Denunciado: Licda. Patricia Hidalgo Somarribas

Código 3113

Denunciante:    Eduardo Rodríguez Gutierrez

Fecha de Ingreso: 31 de marzo del 2003

Folios: 04

Copias: Una del acta la  queja

5. Expediente Nº 209-03

Denunciado: Licda. Alicia González Chaves (8302), Lic. Herbert Ulloa Salas (5567), Licda. Shirley Fernández Cabalceta (10480) .

Fecha de ingreso: 31 de marzo
Denunciante: Margarita Lidia Gonzalez Sancho

Fecha de Ingreso: 31 de marzo del 2003.

Folios: 06

Copias:  Una del acta de queja

6. Expediente Nº 210-03

Denunciado: Lic. Jaime Amador Hasbun.

Código 6721

Denunciante: Edwin Cornejo Ramos, en representación de Cotha Arquitectos

Fecha de Ingreso: 31 de marzo del  2003.

Folios: 17

Copias: no

7. Expediente Nº 211-03

Denunciado:  Lic. Luis Angel Montero Rodríguez.

Código 8811

Fecha de ingreso:  31 de marzo del 2003

Denunciante: Dennis Steven Torres Rojas.

Fecha de Ingreso: 31 de marzo del 2003.

Folios: 115

Copias:  una copia del acta de queja

8. Expediente Nº 212-03

Denunciada: Lic. Javier Turcios Velásquez .

Código 5090

Denunciante: Javier Bonilla A. .

Fecha de Ingreso: 31 de marzo del 2003.                                

Folios: 01

Copias: no

09. Expediente Nº 213-03

Denunciado: Lic. Alejandro Calvo Castillo.

Código  9434

Fecha de ingreso: 2 de abril del 2003

Denunciante: Minor Gerardo Arguedas Campos

Fecha de Ingreso: 02 de Abril del  2003.

Folios: 45

Copias: no

10. Expediente Nº 214-03

Denunciado: Lic. Rafael López Gutierrez.

Código 2817

Denunciante:   Natalia Decastro González

Fecha de Ingreso:  2 de abril del 2003.

Folios: 04

Copias: no

11. Expediente Nº 215-03

Denunciado: Lic. Héctor Zúñiga Jiménez.

Código  4632

Fecha de ingreso:  2 de abril del 2003

Denunciantes: Matilde Contreras Ordoñez.

Fecha de Ingreso:  2 de abril  del 2003.

Folios: 37

Copias: no

12. Expediente Nº 216-03

Denunciada:  Licda Flor María Herra Murillo

Código 8309

Fecha de ingreso: 2 de abril del 2003

Denunciantes:  Juan Ramón Mejía Mejía

Folios:03

Copias: Una del acta de queja

13. Expediente Nº 217-03

Denunciado: Lic. Vinicio Castillo Serrano 

Código 2771

Fecha de ingreso: 2 de abril del 2003

Denunciante: Fernando Henry Peters 

Folios:  251

Copias: una de la queja

14. Expediente Nº 218-03

Denunciado: Lic.  Walter Retana Madríz 

Código 2479

Fecha de ingreso:  2 de abril

Denunciante:  Vianney Delgado Martínez 
Folios:  220

Copias:  una copia del la queja

15. Expediente Nº 219-03

Denunciado: Lic.  Ligia Martha Chavaría Lavagni

Código 10437

Fecha de ingreso: 2 de abril del 2003

Denunciante:  De Oficio (Licda. Ethel Chinchilla Sánchez, Juez Penal, Juzgado Penal de Cañas)
Folios:  220

Copias:  una copia del la queja

16. Expediente Nº 220-03

Denunciado: Lic.  Rodrigo Johanning Quesada  

Código  3713

Fecha de ingreso: 2 de abril

Denunciante:  De Oficio (Licda. Damaris  Vargas Bonilla, Juez Penal, Juzgado Penal de Heredia)

Folios:  03

Copias:  no

17. Expediente Nº 221-03

Denunciado: Lic.  Alex Agüero Valverde

Fecha de ingreso: 2 de abril del 2003

Código  9008

Denunciante: María del Carmen Valverde Cordero

Folios:  162

Copias:  copia del acta de queja

18. Expediente Nº 222-03

Denunciado: Lic. Reynald Méndez Alfaro 

Código  7530

Fecha de ingreso:  3 de abril del 2003

Denunciante:  Ana Lucrecia Alfaro Alvarez

Folios:  15

Copias: queja

19. Expediente Nº 223-03

Denunciado: Licda. María Esther Campos Ramírez

Fecha de ingreso:  3 de abril del 2003

Código 6388

Denunciante:  Orquídea Camacho Díaz

Folios:  07

Copias:  copia de la queja y pruebas

20. Expediente Nº 224-03

Denunciado: Lic. Mario Antonio Cajina Chavarria 
Código 6120

Denunciante: Manuel Gamboa Conejo.
Fecha de Ingreso: 3 de abril del 2003.

Folios: 20

Copias: no

21. Expediente Nº 225-03

Denunciado:  Lic. Jorge Ruiz González
Código 10968

Denunciante: José Francisco Jiménez Mora
Fecha de Ingreso:  3 de abril del 2003

Folios: 16

Copias: Una copia del acta de queja

22. Expediente Nº 226-03

Denunciado:  Licda. Patricia Méndez 
Gómez
Código  12387

Denunciante:  Lic. Francisco Vargas Chacón, Organismo de Investigación Judicial, Delegación Regional de Heredia, Poder Judicial
Fecha de Ingreso:  4 de abril del 2003

Folios: 03

Copias: no

23. Expediente Nº 227-03

Denunciado:  José Alvaro Bonilla Rojas
Código 9396

Denunciante: Licda. Nubia Villalobos Chacón, Jueza tramitadora, Tribunal II Circuito Judicial de Alajuela.
Fecha de Ingreso: 4 de abril del 2003

Folios: 01

Copias: no 

24. Expediente Nº 228-03

Denunciado: Lic. Diego Oporto Mejía 
Código  6787

Denunciante:  Licda. Mercedes Bevaccqua González, Jefe Asesora Legal, Consejo Nacional de Migración.
Fecha de Ingreso:  4 de abril

Folios: 02

Copias: no

25. Expediente Nº 229-03

Denunciado: Lic. Alvaro Emilio Castro  Garnier (10794) Licda. Gabriela Porras Arias (11088)  

Denunciante:  Walter Thomas Taylor Filloy, Presidente y Apoderado Generalísimo sin límite de la sociedad Corporación Compostela Sociedad Anónima
Fecha de Ingreso:  4 de abril del 2003

Folios: 58

Copias: Una copia de la queja

26. Expediente Nº 230-03

Denunciado:  Lic. William Guido Madriz

Código: 1190 
Denunciante:  Lic. Lindsay Gamboa Séller, Juez Penal, Pavas.

Fecha de Ingreso:  4 de abril del 2003

Folios: 1

Copias: Una copia de la queja

27. Expediente Nº 231-03

Denunciado: Lic. Dennis Rubie Castro

Código 4358
Denunciante:  Lic. Víctor Navarro Araya, Juez Penal de Turrialba

Fecha de Ingreso:  4 de abril del 2003

Folios: 

Copias: 

28. Expediente Nº 232-03

Denunciado: Lic. Carlos Mora Moya

Código: 3934
Denunciante:  Lic. Jorge Luis Bolaños Vargas

Fecha de Ingreso:  4 de abril del 2003

Folios: 02

Copias: no

29. Expediente Nº 233-03

Denunciado: Lic. Luis Gerardo Tenorio Castro

Código 9850

Denunciante: Víctor Hugo Alfaro Vega, Freideris Antonio Zeledón Morales

Fecha de Ingreso: 4 de abril del 2003.

Folios: 295

Copias: una copia del acta de queja

30. Expediente Nº 234-03

Denunciado: Lic. Vinicio Castillo Serrano.

Código  2771

Fecha de ingreso: 7 de abril del 2003

Denunciante:  Ricardo Valverde López.

Folios: 11

Copias: no

31. Expediente Nº 235-03

Denunciado: Lic. Ernesto Rodríguez Díaz 
Código  1575

Fecha de ingreso: 7 de abril 

Denunciante:  Félix Danilo Downs Zúniga

Folios: 02

Copias: Una copia  del acta de queja

32. Expediente Nº 236-03

Denunciado: Lic. Marvin López Mora.

Código  4750

Fecha de ingreso: 7 de abril del 2003

Denunciante:  Zaida Monge Naranjo

Folios: 34

Copias: Una copia del acta de la queja y pruebas.

33. Expediente Nº 237-03

Denunciado: Lic. Omar Zúñiga Sánchez.

Código  956

Fecha de ingreso: 8 de abril del 2003

Denunciante: Ana Isabel Delgado Alfaro

Folios: 04

Copias: Una copia del acta de queja

34. Expediente Nº 238-03

Denunciado: Lic. Carlos Iván Morales Brenes

Código 11200

Denunciante:   Gerardo R. Morales Valverde

Fecha de Ingreso:  8 de abril del 2003

Folios: 04

Copias: no

35. Expediente Nº 239-03

Denunciado: Lic. Olman Alvarado Cervantes.

Código 4436

Denunciantes: Ronald Elizondo Elizondo.

Fecha de Ingreso:  8 de abril.

Folios: 35

Copias: 2  juegos de copia de la queja y pruebas

36. Expediente Nº 240-03

Denunciado: Licda. Rosa Artavia Sánchez.

Código  13295

Fecha de ingreso: 9 de abril del 2003

Denunciante:  José Francisco Jiménez Mora.

Folios: 08

Copias:  no

37. Expediente Nº 241-03

Denunciados: Lic. Adrián López Vega (13205), Randall Madriz Granados(13208)

Denunciante:    Elisa Rosa Liendo Ludueña

Fecha de Ingreso: 9 de abril del 2003

Folios: 38

Copias: Una del acta la  queja

38. Expediente Nº 242-03

Denunciado: Lic. Rodrigo González Saborio.

Código  643

Denunciante: Joaquín Angel Herrera González

Fecha de Ingreso: 9 de abril del 2003.

Folios: 06

Copias: no

39. Expediente Nº 243-03

Denunciado:  Licda. Lilliana García Vega.

Código 828

Denunciante: Arnoldo Alpízar Hidalgo.

Fecha de ingreso:  9 de abril del 2003

Folios: 22

Copias:  una copia de la queja

40. Expediente Nº 244-03

Denunciada: Lic. Allan A. Jiménez Carvajal (12487) y Lic. Walter Soto Mora (12859).

Denunciante: Licda.  Alicia Bogarín Parra, directora de la Dirección Nacional de Notariado

Fecha de Ingreso:  9 de abril.                                

Folios: 06

Copias: no

41. Expediente Nº 245-03

Denunciados: Lic. Alberto Hernández, Lic. Iván Aguilar Zúñiga (9514), José Humberto Carrillo Mora (7453), Jorge González Fallas (869).

Denunciante: José Joaquín Jiménez Quirós

Fecha de Ingreso:  9 de abril.                                

Folios: 03

Copias:  Una copia de la queja

SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS VEINTIUN HORAS CUARENTA Y CINCO MINUTOS.

___________________________    _____________________________

Dr. Manuel Amador Hernández   Dra. Rosa María Abdelnour Granados 

      Presidente          

     Secretaria

